	Fecha
	29 de enero de 1951
	Sesión número
	7

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ÁLVARO MONTERO VEGA

	Amparado: LIGA JUVENIL REVOLUCIONARIA

	Recurrido: DIRECTOR GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que la Guardia Civil impide organizar una reunión pública convocada por su representada y por la Unión de Mujeres Carmen Lyra

	Respuesta del recurrido: La intervención se ampara en la conocida filiación comunista de los organizadores, cuya actividad política está prohibida.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la arbitrariedad). El Magistrado Elizondo pone nota.


Nº 7
Sesión Ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día veintinueve de enero de mil novecientos cincuenta y uno, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Aguilar, Ávila, Sánchez, Monge, Fernández Hernández, Valle, Castillo, Trejos, Acosta, Fernández Porras y Gólcher.

Artículo VII
Se dio lectura al recurso de Amparo establecido por ÁLVARO MONTERO VEGA, quien dice ser Presidente de la Liga Juvenil Revolucionaria, contra el Director de la Guardia Civil. Alega al efecto: 1) Que amparado en el artículo 26 de la Constitución Política, la referida Liga Juvenil Revolucionaria y la Unión de Mujeres Carmen Lyra convocaron a una reunión en su local, ubicado en esta capital, para el viernes veintiséis de este mes; 2) Que en información aparecida en “Diario de Costa Rica” del veinticinco de enero, se afirma que la Guardia Civil impedirá la realización del acto a que se ha hecho referencia; y 3) Que dicha información dice que la reunión fue prohibida porque fue convocada por los comunistas; pero que esa afirmación es falsa, ya que el acto fue convocado por la Liga Juvenil Revolucionaria y la Unión de Mujeres Carmen Lyra; que ambas organizaciones tienen existencia legal con apoyo en el artículo 25 de la Constitución Política, que garantiza el derecho de asociación para todos los habitantes de la República. Que de acuerdo con los hechos expuestos, demanda la aplicación de la Ley de Amparo, ya que se está ante el hecho concreto de la violación de la Constitución Política en su artículo 26, y solicita que se ordene al Director de la Guardia Civil no intervenir en el acto anunciado, puesto que ha sido convocado de acuerdo con la Constitución y las leyes existentes.
El señor Director de la Guardia Civil, a quien le fue solicitado el informe, lo evacuó en los siguientes términos:

“1) El recurso ha debido rechazarse de plano, porque quien lo interpone no ha demostrado la existencia legal de las asociaciones que dice representar, ni su personería como tal, con documento auténtico que, emanado del Registro Público, así lo demuestre.

2) Efectivamente, la Guardia Civil ha dispuesto negar autorización para la celebración del llamado “Gran Mitin” que ha sido anunciado para esta noche por destacados dirigentes del Partido Vanguardia Popular, comunismo criollo, con el objeto de protestar contra la Conferencia de Cancilleres que en defensa de la democracia universal se trata de celebrar en estos días.

Esa disposición no es violatoria del artículo 26 de la Constitución Política que se cita, porque esa garantía está establecida para quienes, ejerciendo el derecho de reunión, no traten de menoscabar la soberanía nacional, ni violar otros mismos preceptos constitucionales. El artículo 26 debe entenderse aplicable a situaciones normales no prohibidas por otros textos.

3) La disposición que esta Dirección ha tomado, de impedir la citada reunión de los comunistas criollos, antes llamados Vanguardia Popular y ahora Liga Juvenil Revolucionaria y Unión de Mujeres Carmen Lyra—para el caso de que aún sin autorización de las autoridades respectivas traten de llevarla a cabo—no puede dar lugar, ni ser materia de Recurso de Amparo, porque ella se fundamenta en una disposición legal y en un texto constitucional. En efecto, el artículo 98 de la Carta Política vigente, párrafo 2°, contiene la excepción al derecho de agruparse en Partidos Políticos, que a la vez constituye Reglamentación de las condiciones en que debe ser interpretado y aplicado el artículo 26; prohíbe la formación y el funcionamiento de partidos que, por sus programas ideológicos, medios de acción o vinculaciones internacionales, tiendan a destruir los fundamentos de la organización democrática de Costa Rica, o que atenten contra la soberanía del país. Y no se diga que el expresado texto sea de aplicación única para la campaña electoral, porque bien se ve que la prohibición se extiende al funcionamiento, y el mitin que origina este libelo no es otra cosa que una actividad de la política roja que desde hace muchos años han venido sosteniendo los líderes que hacen la convocatoria contenida en el panfleto que se acompaña a esta contestación, y que por cierto se ha distribuido sin el pie de imprenta que exige el artículo 5° de la Ley respectiva, N° 32 del 12 de julio de 1902 y sus reformas, lo que amerita que se ordene testimoniar las piezas conducentes para el juzgamiento de los responsables de su distribución.
Y el Decreto—Ley N° 105 de 17 de julio de 1948, hoy vigente por expresa disposición del artículo 197 de la Constitución, debidamente interpretado por la Honorable Corte Plena en su resolución de las 14 hrs. del 22 de junio de 1950, sesión N° 37, publicada en Gaceta del 10 de agosto último, que expresamente dice:

‘Se prohíbe la organización o funcionamiento de Partidos Políticos que por sus programas, medios de acción, vinculaciones o antecedentes, se opongan al régimen de Gobierno representativo y democrático de la República, o que atenten contra la soberanía nacional.
2°.- Quedan igualmente prohibidas las agrupaciones secretas de carácter político y aquellas que tengan su organización a base de técnica militar o que usen de la violencia como medio de acción’.

Es precisamente tal la característica de las agrupaciones que dice representar el señor Montero, y que auspician el Mitin de esta noche, confesando su simpatía por el régimen soviético, anti—democrático y totalitario, desde luego que propugnan la oposición a la Conferencia de Cancilleres de América Latina que precisamente ha sido convocada como una necesidad de los pueblos libres y demócratas de América para cambiar impresiones acerca de las medidas que deben tomar en defensa de sus intereses vitales, hoy amenazados por la Rusia Soviética.

En consecuencia, nuestra actitud tiene fundamento en una disposición legislativa, es más, en otra constitucional, y por ello no procede el recurso de acuerdo con el inciso a) del artículo 3° de la Ley de Amparo N° 1161 del 2 de junio de 1950, ya que como bien dice la Sala Segunda Penal en el recurso de Amparo establecido por Jorge Acuña Mora y otros contra la Oficialía Mayor de Seguridad Pública,
‘… como ya se ha establecido, tanto por la Corte Plena como por este Tribunal, la Protección que por la vía del recurso de Amparo otorgan la Constitución y la ley a los ciudadanos, se contrae únicamente a los actos evidentemente arbitrarios o injustificados dirigidos a impedir o a amenazar el ejercicio de los derechos consagrados en dicha Carta Fundamental, y no a aquellos que los funcionarios ejercen en acatamiento a las funciones discrecionales y preventivas que la ley les asigna en el desempeño de sus cargos’.

En resumen, reconozco las medidas que la Dirección a mi cargo ha tomado, pero niego que ellas sean ilegales, y que puedan dar lugar a este recurso, el cual pido se rechace, reservándome el derecho de ampliar los argumentos y la cita de leyes con otros similares o nuevos”.

En una última presentación, el recurrente expresó: que el Director de la Guardia Civil alega en su contestación al recurso, que la reunión fue prohibida por haber sido convocada por las organizaciones comunistas que, como tales, no tienen derecho a funcionar conforme a la Constitución; que eso dice el Director de la Guardia Civil, pero no lo prueba, ya que la Liga Juvenil Revolucionaria ni la Unión de Mujeres Carmen Lyra son organizaciones de carácter político ni mucho menos de carácter comunista; que funcionan legalmente en el país, tienen su local abierto y sus órganos legales de publicidad son: el de la Unión de Mujeres se llama “Nosotras”, y el de la Liga Juvenil se llama “Tea”; que por el simple hecho de que el Director de la Guardia Civil lo afirme, no puede tenerse por probado que esas organizaciones sean comunistas; que si así fuera, el precedente sería funesto, porque el Director de la Guardia Civil quedaría facultado para cercenar a los ciudadanos el derecho de reunión, y para disolver cualquier organización que en su concepto “sea comunista”; y que en el caso concreto de la reunión que ha originado este recurso, hace observar que los dos oradores principales del acto no tienen que ver nada con ningún movimiento comunista, pues los señores Danilo Jiménez Veiga y Juan José Carazo son suficientemente conocidos en nuestro medio social, y nadie puede hacerles el cargo de ser comunistas, o de haberlo sido.
Previa la deliberación del caso, se acordó declarar sin lugar el recurso, con apoyo en las siguientes consideraciones: si bien el artículo 2° de la Ley N° 1161 de 2 de junio del año próximo pasado, ampara al ciudadano contra toda disposición, acto o resolución que haya violado sus derechos individuales, y no obstante que el 26 de la Constitución Política establece que los habitantes de la República tienen derecho de reunirse pacíficamente y sin armas para discutir asuntos políticos y examinar la conducta pública de los funcionarios, la disposición de la Guardia Civil para impedir la reunión que se proponían llevar a cabo las asociaciones a que se refiere el recurrente obedeció a la circunstancia de que la invitación a la misma se hizo por medio de hoja suelta anónima, encabezada con estos titulares: “Contra el envío de ticos a la guerra”, “Contra la Conferencia de Cancilleres”; que la Guardia Civil tiene conocimiento de que los anunciantes de la proyectada reunión son destacados dirigentes del Partido Vanguardia Popular, constituido por comunistas del país, y con el fin de protestar contra la Conferencia de Cancilleres que en defensa de la democracia universal se verificará en breve; que la negativa de ese cuerpo a autorizar la reunión no es arbitraria, pues los términos de la convocatoria, sumados al conocimiento que necesariamente deben tener las autoridades encargadas de la vigilancia directa y mantenimiento del orden de los elementos que traten de reunirse, pueda dar fundamento a la negativa de permitir la reunión, pues el propósito de la misma se ha manifestado claramente en la aludida hoja suelta de la convocatoria, y de ella se deduce, sin esfuerzo, que no es otro que el de obstaculizar el esfuerzo que las naciones libres realizan para combatir a quienes tratan de socavar los principios democráticos en que se sustenta nuestra Constitución, la cual prohíbe esta clase de propaganda (artículo 98).
El Magistrado Elizondo declara sin lugar el recurso de amparo por las siguientes razones:

Consta en el expediente que tiene esta Corte a la vista, una invitación circulada en hojas sueltas, sin pie de imprenta, en que las asociaciones de Mujeres “Carmen Lira” y la Liga Juvenil Revolucionaria, convocaban para el 26 de enero recién pasado a las 7 de la noche a una reunión con el objeto de protestar por el “envío de soldados a Corea” y contra la “Conferencia de Cancilleres” que habrán de celebrar las naciones democráticas para coordinar una acción conjunta contra el avance del comunismo en el mundo. Que estando Costa Rica obligada a cooperar con la lucha en Corea contra los gobiernos comunistas que la atacan, y a apoyar toda actuación de los Estados democráticos contra el avance rojo, como miembro que es de las Naciones Unidas, el señor Director de la Guardia Civil, con la prueba de la invitación antes aludida, que es de censura para la actitud referida del Gobierno de Costa Rica y de implícita simpatía para los gobiernos comunistas norcoreano y chino, pudo apreciar que la reunión convocada para las 7 de la noche del 26 de enero del año en curso era un acto de tendencia comunista en sí, y al ordenar suspenderlo en su condición de funcionario del Gobierno y en acato de disposiciones legislativas que prohíben reuniones con tales tendencias, no ha obrado en forma arbitraria.
